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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Orrico. 


MIEMBROS: Señores Representantes Andrés Abt, José Bayardi, Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald 
Cantero Piali, Gustavo Cersósimo, Nicolás Núñez, Aníbal Pereyra y Elizabeth Villalba. 


ASISTEN: Señores Representantes Gustavo Bernini, Horacio Yanes y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: —Señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, y asesoras, licenciada Gabriela Fulco y 
doctora Silvia Izquierdo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Orrico).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes que nada, la Mesa quiere proponer un cambio en el orden del día, dado que ha llegado un proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo que se denomina "Sistema Penitenciario Nacional", en cuya redacción he participado. 


Naturalmente, esto hace alusión a algo que la prensa ha denominado "emergencia carcelaria" en una buena 
designación: proponemos tratar el tema de inmediato. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Estábamos conversando con el Diputado Cantero Piali, haciendo las consultas 
del caso con el sector, y manejábamos las siguientes posibilidades: ir tratando los otros temas del orden 
del día, mientras coordinamos una reunión, o pasar a intermedio para reunirnos ahora con nuestro 
sector. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa no tiene inconveniente en que se pase a intermedio. 


Este proyecto de ley tiene el siguiente origen. El Presidente de la República vino al Poder Legislativo y 
planteó la situación de las cárceles en el Uruguay que no es secreto para nadie, que realmente es muy 
complicada, en una reunión con los coordinadores de los distintos partidos en el Senado. De esa reunión del 
Presidente Mujica con los coordinadores de los partidos de la oposición menos del Partido Independiente, 
dado que no tiene representante en el Senado, surgió la idea de crear una Comisión Especial que redactara un 
proyecto de ley, que inmediatamente se empezó a llamar de "emergencia carcelaria". Ahí hubo que aclarar a 
nivel público que, en realidad, lo que era de emergencia era la situación carcelaria y no que la ley fuera a 
venir con la declaratoria de emergencia que establece la Constitución. 


Una vez puestos de acuerdo los líderes partidarios se nombró una comisión, que me dieron el honor de 
presidir, también integrada por el doctor Carlos Moreira por el Partido Nacional, por el Diputado Aníbal 
Gloodtdofsky por el Partido Colorado y por el Diputado Iván Posada por el Partido Independiente. La 
doctora Izquierdo, asesora del Ministro del Interior, y quien habla, elaboramos un anteproyecto de ley que se 
empezó a tratar en la comisión y sus representantes partidarios hicieron consultas. Concretamente, el Partido 
Colorado consultó al doctor Sapolinsky y el Partido Nacional al doctor Delpiazzo. Ambos constitucionalistas 
hicieron algunas precisiones que mejoraron visiblemente el proyecto desde el punto de vista técnico: había 
que tratar de no caer en inconstitucionalidades y fue lo que se hizo. A tal punto que una de las primeras 
conclusiones a que arribó la Comisión fue que, teniendo en cuenta el tipo de proyecto de ley de que se 
trataba, de acuerdo al tenor clarísimo de la Constitución de la República, se requería iniciativa privativa del 
Poder Ejecutivo. 


Por otra parte, se planteó que se debía precisar cuál era la fuente de financiamiento y por eso se hace la 
mención expresa a Rentas Generales, cuestión que es absolutamente asumida por el Parlamento Nacional, en 
la medida en que cuando se votan pensiones si ustedes consultan el artículo respectivo de la Constitución 
verán que es así, al hacerse referencia a la forma de financiamiento, se dice que se recurrirá a Rentas 
Generales. Entonces, si es válido asumir la financiación de Rentas Generales para las pensiones, también lo 
es para este tipo de proyecto. 


En definitiva, esta iniciativa propone autorizar al Poder Ejecutivo a usar un camino más corto que el habitual 
para tener recursos porque, como todos sabemos, el sistema de compras del Estado es muy pesado y puede 
suceder que mientras se hace la licitación, empiezan los recursos y se desarrolla todo el proceso licitatorio, 
pasen dos años para que recién se adjudique, y posiblemente seis meses más para que el dinero efectivamente 
llegue. Entonces, cuando queramos acordar, habrá terminado la Administración y las cárceles que hoy tienen 
nueve mil y pico de presos, donde caben cinco mil, pasarán a tener diez mil presos donde seguirán cabiendo 
cinco mil y nadie habrá hecho nada. 


De manera que lo que se hace, apelando al TOCAF, es habilitar al Poder Ejecutivo a que efectúe compras en 
forma mucho más abreviada que la que se emplea habitualmente. Luego se determina cuáles son los 
contenidos, es decir, para qué se utilizarán esos fondos, y se establece la posibilidad de que se trasladen 
reclusos desde centros de detención llámese COMCAR o lo que fuera a unidades militares, bajo custodia del 
cuerpo policial interno y como hasta ahora con la parte exterior a cargo del Ejército. 


Asimismo se determina que en la Rendición de Cuentas que será la de 2011, el Poder Ejecutivo dará cuentas 
de todo lo actuado. 


Esta Comisión estuvo trabajando aproximadamente un mes, consultando a los técnicos de los partidos y 
surgió esta iniciativa, se trasladó al Poder Ejecutivo, que la hizo suya lo único que hizo fue poner cifras: 
nosotros no las habíamos establecido, porque ignorábamos de qué monto se trataba, y así se llegó a este 
proyecto que, por lo menos en principio, cuenta con el aval de todos los partidos. 


Quería dejar estas constancias en la versión taquigráfica porque me parece que son muy importantes desde el 
punto de vista político. Se trata de un proyecto de ley que tiene urgencia en su consideración, aun cuando el 
Poder Ejecutivo no le quiso dar ese carácter, partiendo de la base de que había un acuerdo lo suficientemente 
amplio como para que saliera con el voto de todos. 


Voy a plantear un apéndice final: en realidad, si uno mira atentamente este proyecto de ley, advertirá que el 
Poder Ejecutivo ya está autorizado a hacer todo lo que aquí se dice. El Poder Ejecutivo puede apelar al 
TOCAF para abreviar la duración del proceso de compras por razones de urgencia; y creo que pocas veces es 
más notoria la urgencia que en una situación como esta. 


Por otra parte, el Poder Ejecutivo está autorizado a trasladar detenidos a unidades militares, porque ya hay 
leyes que lo habilitan, dándole la custodia perimetral al Ejército y la interna a la Policía. Naturalmente, 
también puede hacer lo que establecen el resto de las disposiciones relativas a trasposición de cargos y 
demás, dando cuenta de ello. Simplemente sucede esto es muy importante que para este Poder Ejecutivo y 
para este Gobierno es imprescindible que el sistema político todo, en eso que nosotros queremos que sean 
políticas de Estado, participe en este tipo de decisiones, porque es la forma de demostrar que tenemos un 
sistema político sano realmente lo es y que podemos ir juntos tras estas cosas. 


Me parecía importante que se tuviera en cuenta cuál fue la historia de este proyecto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Simplemente por una cuestión de orden nosotros planteamos abordar el tema 
después del tratamiento del orden del día en esta sesión o pasar a intermedio, para consultar con 
nuestro sector político que sí está de acuerdo con que se trata de una emergencia carcelaria. Ello nos 
consta personalmente, pero además es un hecho público y notorio en el que nuestro partido y nuestro 
sector están sumamente interesados y han dado muestras de la intención de buscar soluciones a ese 
problema. 


De manera que necesitamos confirmar algunos aspectos, en especial ya que el Presidente aludió a ello, ajustar 
los criterios y los fundamentos desde el punto de vista constitucional, por cuanto los parlamentarios no 
hemos tenido tiempo de hacerlo, ya que por ejemplo en el día de ayer estuvimos en sesión prácticamente 
desde las 9 de la mañana hasta las 21 horas. 


Por lo tanto, estamos dispuestos a participar en el tratamiento de este tema de urgencia una vez agotado el 


orden del día de la sesión de hoy, o bien a pasar a intermedio ahora. Nos allanamos a lo que les parezca más 
razonable a los señores Diputados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone pasar a intermedio hasta la hora 11 y 30. 


(Apoyados) 

——- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——— Ocho por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
La Comisión pasa a intermedio. 

(Es la hora 12 y 35) 

——— Continúa la reunión. 


(Ingresa a Sala el señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, la doctora Silvia Izquierdo, asesora, y la 
licenciada Gabriela Fulco, asesora) 


——— La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración agradece especialmente 
al señor Ministro del Interior y a sus dos asesoras el hecho de haber venido con tanta prontitud ante nuestro 
llamado. Es bueno destacar para que conste en la versión taquigráfica que llamamos al señor Ministro hace 
aproximadamente cuarenta y cinco minutos y nos sorprendió que llegara tan rápido. 


El tema por el que realizamos la convocatoria es el proyecto de ley referido al sistema carcelario, por el que 
se habilitan determinados créditos, contratación de personal y otros elementos, que tiene una urgencia 
realmente importante desde el punto de vista del funcionamiento del Estado. Las bancadas del Partido 
Nacional y del Partido Colorado han solicitado y así se resolvió, que antes de dar aprobación al proyecto 
viniera el señor Ministro a dar las explicaciones del caso. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- El origen de este proyecto es la situación de las cárceles. 


Cuando hablamos con los coordinadores del Senado y luego ante la Comisión integrada por los cuatro 
partidos políticos, explicamos la situación, que es muy complicada, como creo que todos lo saben. Tenemos 
cárceles para cinco mil o seis mil presos y en ellas hay más de nueve mil, por lo que la situación de 
hacinamiento es cada vez peor. En lo que va del año cada mes se ha procesado mucha más cantidad de gente 
que la que se liberó y, por lo tanto, sigue creciendo la población carcelaria. Si bien existen penas alternativas 
los Jueces no las utilizan por considerar que no tienen garantías de que realmente sean efectivas en las 
actuales condiciones. Entonces, está creciendo la población carcelaria y el hacinamiento es muy grande 
particularmente en algunas cárceles: Libertad, COMCAR, Canelones, Las Rosas e incluso en otras en las que 
no se nota tanto, como las de Lavalleja y Rocha, que también tienen un hacinamiento importante. 


Nosotros hemos diseñado una estrategia, que incluso hemos compartido, discutido, y hasta aprobado, en la 
Comisión multipartidaria de seguridad, en la que nos planteamos una política de largo plazo yendo hacia un 
Instituto Nacional de Rehabilitación que encare este problema, pero hoy tenemos una emergencia que es el 
hacinamiento y no hay salida si no descongestionamos cárceles. 


En la Comisión multipartidaria expresamos que teníamos como objetivo sacar cárceles del Ministerio del 
Interior y el Inspector retirado Navas, que va como asesor del Partido Nacional, nos dijo: "Esa no es la 
prioridad". Le preguntamos: "¿Cuál es la prioridad?", y nos respondió: "Salud, seguridad y hacinamiento; 
esas son las prioridades". Compartimos totalmente que esas son las prioridades pero lo que sucede es que 
estamos en planos distintos. Cuando hablamos de sacar las cárceles del Ministerio del Interior, lo decimos 
como un objetivo de mediano y largo plazo, y él ubicaba la prioridad en el marco de la emergencia. Eso lleva 
a situaciones complicadas porque hay posibilidades de formación de motines y han entrado armas de fuego a 
las cárceles no me refiero a los cortes, que los fabrican, y lo peor es que cada vez se han encontrado de mayor 
calibre. En la comisión multipartidaria un Inspector decía: "Una vez, hace muchos años, apareció un arma, y 
los Inspectores hacíamos cola para ver la curiosidad que era un arma en una cárcel, mientras que hoy 
hacemos cola para ver donde no hay". Evidentemente, eso es una irregularidad total. 


La situación en la que viven los presos también es lamentable y nosotros tenemos previsto para este año en 
realidad no solo hasta diciembre sino hasta abril o mayo la creación de aproximadamente dos mil quinientas 
o tres mil nuevas plazas. Eso va a aliviar la situación. Pero el problema es que el mes que viene empiezan a 
entregarnos las nuevas construcciones. Tendremos un módulo en COMCAR, otro en Libertad, un primer 
avance de obra que ya permite habitar una parte de la de Punta de Rieles, dentro de dos o tres meses 
tendremos la nueva cárcel de Las Rosas, más adelante la de Rivera, pero no tenemos gente para que trabaje 
en esas cárceles y pueda recibir presos. Las vacantes que tenemos son difíciles de llenar si no se realizan 
corrimientos hacia arriba, a partir de ascensos, y estos no son posibles si el funcionario no tiene cuatro años 
de antigiedad en el cargo. 


Adelanto que en la Rendición de Cuentas vamos a plantear que con dos años de antigiiedad se pueda 
ascender para llenar esas vacantes. De todas maneras, no todas corresponden a las cárceles sino que estas son 
pocas, por lo que el proyecto de ley también plantea la reconversión de vacantes. Si no logramos llevar gente 
a trabajar en los nuevos módulos, no es posible ocuparlos, y tampoco podemos esperar al Presupuesto. 


Por otra parte, el COMCAR está perforado. Entonces, ya no alcanza con llenar nuevos módulos sino que 
también hay que reparar lo que está dañado, y para eso hay que hacer movimientos. Por lo tanto, también se 
necesita hacer gastos y si bien nos han depositado US$ 14:000.000 del IMPO en Rentas Generales para usar 
para las cárceles, necesitamos autorización para realizar el gasto. 


Ese conjunto de elementos brevemente enunciado lleva a este proyecto de ley. Nosotros pedimos 
autorización para construir, reparar, arrendar antes del Presupuesto, con esos US$ 14:000.000 que tenemos, y 
para contratar por fuera del Presupuesto, reconvertir vacantes, y realizar traslados a unidades militares a los 
efectos de no tener que esperar que nos entreguen un módulo o una nueva cárcel para empezar un 
movimiento que nos permita reparaciones en el COMCAR. 


Cuando hablamos con los coordinadores del Senado y con la Comisión que elaboró el proyecto no teníamos 
claro lo que voy a decir ahora, y es que el perfil de los presos a trasladar es el más liviano de todos, lo que 
facilita aún más el trato y el hecho de llevarlos a una unidad militar, porque no son considerados de 
peligrosidad alguna. Pero necesitamos que sea posible vaciar un módulo perforado, mover los presos hacia 
otro sano, y entonces reparar el anterior, volver a hacer movimientos, etcétera; ese es el objetivo. A veces 
también tenemos algunas situaciones de clara emergencia y tener esa posibilidad también ayuda. 


De alguna manera esas son las razones generales por las que planteamos el proyecto de ley. Vamos a enviar 
otro, aunque ya no con esta urgencia, aunque sí rápidamente, que tiene que ver con la guardia perimetral. 
Vamos a plantear que la guardia perimetral de todas las cárceles la haga el Ministerio de Defensa Nacional, lo 
que nos libera policías que están haciendo esa tarea para otras diferentes. Esto también lo hemos conversado 
en la comisión multipartidaria pero no se incluye en este proyecto de ley sino que vendrá en otro que está en 
elaboración pero prácticamente terminado. 


Esas son las razones, en general, y preferiría que a partir de ellas se plantearan las dudas a fin de aclararlas. 


SEÑORA FULCO.- El señor Ministro ya explicó casi todo lo más general. Simplemente quiero 
referirme a algunos detalles que ayudan a mostrar la realidad en la cual estamos inmersos en este 
diseño de estrategias y planes para solucionar la situación de hacinamiento, que es el centro o el eje de 
las políticas que queremos llevar adelante en la nueva Administración, que son necesarias para 
empezar a trabajar en la protección de los derechos humanos de las personas privadas de libertad. 


La situación es de tal emergencia y tan vital que estos movimientos que el proyecto propone nos habilitan, 
sobre todo, a empezar a clasificar a las personas que están en el sistema. La falta de clasificación ha sido uno 
de los elementos de aumento constante y continuo de la violencia que hoy estamos viviendo, violatoria de 
todas las normas y tratados nacionales e internacionales en materia de personas privadas de libertad. En este 
momento no tenemos ninguna capacidad de movimiento para implementar una mínima clasificación que 
pasaría por tener separados penados de procesados, algo básico, y poder enfocarnos en quienes son los 
verdaderos inquilinos del sistema penitenciario: los penados. 


El proyecto nos permitiría, mediante estos movimientos, empezar a relocalizar presos en el ida y vuelta en 
poco tiempo, a través de la posibilidad de utilización de unidades militares por períodos transitorios porque 
en realidad el objetivo de las unidades militares es que podamos desagotando algún módulo de los que están 
en peores condiciones; están agujereados y de noche los presos andan sueltos por los alrededores ejerciendo 
violencia hacia otros reclusos y con las nuevas plazas que vamos a recibir a partir del mes de julio. 


Todo lo demás ha sido muy bien explicado por el señor Ministro; yo quería hacer hincapié en esta necesaria 
clasificación, que nos va a permitir progresar hacia áreas e instancias de tratamiento que hoy tampoco 
tenemos; simplemente poseemos algunas experiencias de muy bajo impacto en lo que es tratamiento y 
rehabilitación, que no dan cuenta de lo que debe ser la atención global de la población penitenciaria. Sí hay 
educación, sí hay trabajo, sí hay algunas instancias de abordaje psicoterapéutico, psiquiátrico y médico, pero 
son de bajísimo impacto porque es imposible, con el entrevero de gente que hoy está hacinada, desarrollar un 
programa, tener una rutina de día o un horario. Además, la gente hoy en día está solicitando, por favor, 
medidas de protección por la violencia que se vive. Si se llega a un grado en el que el propio recluso se tranca 
él mismo, o solicita: "Por favor: hagan algo; pongan orden acá adentro, que así no se puede vivir", es 
evidente que están en permanente tensión diaria. Esto lo agrego porque me sale la profesión, pero cada uno 
de nosotros en algún momento hemos estado afectados por situaciones de estrés y sabemos las consecuencias 
que trae; imagínense una persona que está afectada por una causal de estrés las veinticuatro horas del día, 
pero no un día solamente sino todos los días de la semana, del mes y del año, durante muchos años. Eso 
produce un desgaste a nivel físico y psíquico que puede terminar con la vida psíquica y con graves 
consecuencias físicas para la persona. Esos son los motivos del apuro por aprobar este proyecto de ley. 


Lo que yo hice fue poner el acento a lo que dijo el señor Ministro en cuanto al tema de la clasificación. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creemos que para tratar este proyecto de ley tan importante que envía 
el Poder Ejecutivo era imperiosa la presencia del señor Ministro del Interior. 


Este proyecto ingresó ayer a la Cámara y, naturalmente, fue derivado a esta Comisión. El mismo no estaba en 
el orden del día y accedimos a su tratamiento urgente, pero era menester creo que es de orden en cualquier 
Gobierno que antes de proceder a aprobar o reprobar un proyecto de estas características, que se hiciera 
presente el señor Ministro en este caso del Interior a los efectos de explicar el tema a los legisladores. Creo 
altamente beneficioso que el Ministro haya venido inmediatamente con sus asesores a hacerlo, porque no 
escapa a nadie que el estado de emergencia carcelario que ha definido el Poder Ejecutivo existe, y desde hace 
tiempo. Es un problema que ha venido evolucionando y, lamentablemente, la ley llamada de 


descongestionamiento carcelario que hace unos años se aprobó no cumplió con dicho descongestionamiento 
ni con los objetivos esbozados en la Comisión de Constitución por los Ministros respectivos y en la Cámara 
por quienes lo defendieron. 


Aquí venimos con la mejor voluntad para tratar este tema. Además, hemos aportado al Poder Ejecutivo no 
solo a este sino a los anteriores posibles instrumentos para tratar la situación carcelaria que, sin ninguna duda 
y como la ha descrito el Ministro, ahora sí es de extrema urgencia, y a mí me parece que hay que ponerle el 
bisturí a fondo rápidamente. 


Ha hecho bien el actual el Poder Ejecutivo en crear, en corto plazo, las comisiones en las cuales los cuatro 
partidos políticos con representación parlamentaria han podido coincidir en algunos principios, en algunas 
acciones y en algunos proyectos, y en especial en este en el grupo de Seguridad Pública que encabezó el hoy 
Presidente de la Comisión de Constitución, llegando a algunas conclusiones importantes. 


Reitero que venimos con la mejor voluntad, y declaramos nuestra satisfacción porque el señor Ministro se 
haya presentado en forma inmediata. Sin embargo, era menester dar estado parlamentario a este asunto, aun 
cuando se hubiera tratado en la comisión interpartidaria, que es muy válida y que es un instrumento 
extraordinario para alcanzar consensos, pero es necesario cumplir las formalidades imprescindibles como es 
esta puesta en conocimiento directa y personal del Ministro a los legisladores. 


Con respecto al proyecto de ley, en su artículo 1? se establece una cifra aproximada a los US$ 15:000.000 
para, conforme a los procedimientos previstos por el TOCAF, proceder en forma exclusiva a los siguientes 
fines: construcción, instalación, reciclaje, readecuación y toda modificación edilicia en instalaciones 
penitenciarias. Allí habilita a realizar contratos de compraventa o contratar, en régimen de arriendo o 
comodato, locales destinados a prisiones o penitenciarías. Sin duda que esto se podría haber hecho con las 
disposiciones del TOCAF. El Poder Ejecutivo ha preferido esta línea, es decir, no utilizar las normas del 
TOCAF y presentarlo por medio de un proyecto de ley. 


La primera interrogante es ¿por qué se prefiere esta vía legal y no las vías directas que el TOCAF podría 
habilitar para estos gastos o inversiones? Quizás sea retórica y conozca la respuesta, pero es bueno que quede 
asentado en la versión taquigráfica. 


La segunda pregunta es si ya están previstas algunas inversiones concretas. Es decir ¿cuáles, dónde y cuándo 
serían esas inversiones previstas para utilizar este dinero que se solicita? 


¿Está previsto o ya se ha utilizado una autorización presupuestaria para construir un establecimiento de alta 
seguridad para cincuenta reclusos que se aprobó cuando el Ministerio lo ejercía la hoy señora Diputada 
Tourné? Pregunto si esa autorización presupuestaria prevista por la anterior Administración está en vías de 
realización o este establecimiento penitenciario se va a realizar en esta Administración y bajo estas normas. 


También quisiéramos saber si el régimen de concesión de obra pública para la realización o la concreción de 
establecimientos penitenciarios que está autorizado se va a utilizar. Lo propusimos hace siete años durante la 
Administración que encabezaba el doctor Batlle y también lo propusimos durante la anterior Administración. 
Creemos que es un instrumento idóneo para encarar inversiones que quizás el Estado no esté capacitado para 
realizar. 


Tengo una última interrogante referida a la creación de hasta 1.500 cargos en el Ministerio del Interior 
artículo 4”, en la Dirección Nacional de Cárceles, Penitenciarías y Centros de Recuperación. Me cabe alguna 
duda acerca de si esto tiene que ser o no objeto de una ley presupuestaria. 


Señor Presidente: aun sabiendo algunas de las respuestas y conociendo el temperamento del Poder Ejecutivo, 
realizo estas preguntas para que todos los aspectos de este proyecto puedan quedar en la versión taquigráfica 
y los legisladores podamos tomar de primera mano la opinión del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Consideramos sumamente contributiva la comparecencia del señor Ministro y 
de sus asesores, que agradecemos especialmente. 


Nos parece que todas las soluciones que se plantean en este proyecto del Poder Ejecutivo han sido 
consensuadas y elaboradas por una comisión interpartidaria que ha dado su aporte y que ha asumido 
determinado compromiso, sobre todo avalando la urgencia y la emergencia que se vive en el tema carcelario. 


No vamos a repetir las interrogantes que acaba de realizar el señor Diputado Borsari Brenna. Estamos de 
acuerdo y vamos a dar nuestro voto para que este proyecto de ley salga adelante, pero tenemos una objeción 
constitucional, específicamente en el artículo 4”, es decir, el referido a la creación de 1.500 cargos en el 
Ministerio del Interior porque, según el inciso primero del artículo 86 de la Constitución, esta es un área 
exclusivamente de ley presupuestaria. Pensamos que así lo dice la norma había otros caminos para estudiar 
esta situación, y por eso hicimos las consultas. Por ejemplo, la Rendición de Cuentas que debe presentar el 
Poder Ejecutivo, cuyo plazo vence el próximo 30 de junio, por el inciso final del artículo 214 posibilita 
subsanar esta objeción e ir por un camino claramente constitucional, y este Poder Ejecutivo lo tenía en sus 
prerrogativas desde el 1” de marzo del presente año, y todavía no ha venido dicha Rendición de Cuentas. 


Por otro lado, el Poder Ejecutivo también cuenta con un camino claramente constitucional previsto en el 
numeral 17) del artículo 168 de la Constitución de la República para los casos de emergencia grave e 
imprevista, como se ha reconocido específicamente, que cree conmoción interior. Nadie discute y todos 
tenemos conocimiento claro, porque es un hecho público y notorio, que a través del instrumento de las 
medidas prontas de seguridad también se posibilita al Poder Ejecutivo, con participación de la Asamblea 
General del Poder Legislativo, al contralor, sobre todo en lo que dice relación con el traslado o manejo de 
personas. 


Esas serían nuestras dudas y nuestras preguntas, y esperamos que el señor Ministro pueda ilustrarnos en ese 
sentido. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Me sumo a los saludos al señor Ministro y a sus asesores. 


Sin entrar en juicios de valor, quisiera hacer algunas consideraciones y, sobre todo, ciertas preguntas para 
sacarnos algunas dudas. Por supuesto que estamos de acuerdo con que entre todos debemos aportar para 
solucionar esta situación. 


Compartimos con el señor Ministro que la situación carcelaria es complicada. También debemos decir que 
quienes no hemos ido por los recintos carcelarios no teníamos conocimiento de las cárceles agujereadas. 


El otro día, conversando sobre las salidas transitorias, la psicóloga Fulco nos hablaba de este entrevero que 
hay entre los reclusos, lo que dificulta la clasificación y, por lo tanto, todas las políticas que se quieran llevar 
adelante en ese sentido. 


Me gustaría saber exactamente cuántos reclusos tenemos y cuántas son las plazas exactas disponibles. 


Como bien se ha dicho por parte de los legisladores que hicieron uso de la palabra, en el artículo 4” del 
proyecto se propone la creación de 1.500 cargos en el Ministerio del Interior. Si este proyecto se aprueba tal 
como está, quisiéramos saber en qué tiempo se ocuparían esos cargos, bajo qué procedimientos, en qué 
períodos. 


También quisiera hacer hincapié en lo manifestado por el señor Diputado Cersósimo con relación a la 
instancia de la Rendición de Cuentas que el Poder Ejecutivo estará presentando en algunos días en el 
Parlamento y que, bajo ese formato, podría estar salvando el escollo institucional. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- La primera pregunta, referida a si hay inversiones previstas, 
la voy a enrabar no solamente con lo que está previsto con estos fondos sino con las obras planteadas 
desde el Gobierno anterior y que están en marcha, algunas que quedaron financiadas pero no del todo 
planificadas y las planificamos nosotros, y algunas que entendemos que hay que complementar 
precisamente con estos fondos. |A nosotros nos dejaron en marcha un módulo para 300 personas en el 
COMCAR y otro para 300 personas en Libertad. En los días previos a que asumiera el nuevo 
Gobierno se terminó de hacer el traslado de Punta Rieles al Ministerio del Interior, y nosotros lo 
recibimos, ya como parte del Ministerio del Interior, con una planificación que modificamos, para unas 
700 a 750 plazas. Por otra parte, la nueva obra de Las Rosas es para 250 plazas en una primera etapa, 


y tomamos la resolución de que se construyera una cárcel en espejo para otras 250 plazas, lo que nos 
llevaría a disponer de 500 plazas. La cárcel de Rivera es para 500 plazas; creo que es la más grande y 
ya está en marcha. 


Todo esto se va a realizar con los fondos anteriores; lo que se va a financiar con nuestros fondos es la cárcel 
espejo de Las Rosas. La que entregarán más o menos en agosto ya está financiada. Nosotros planteamos, 
como ampliación de licitación, con la misma empresa, hacer la cárcel en espejo, para la misma cantidad de 
gente, lo cual abarata el costo. 


También estaba previsto por el Gobierno anterior Libertad II, para 60 personas de muy baja peligrosidad. 
Nosotros prevemos una obra para 120 personas. 


A la vez, con estos fondos tenemos previsto terminar lo que estaba proyectado para el CNR como ampliación 
del Hospital Musto, que es una obra casi terminada para 300 personas. El resto de los fondos es para 
reparaciones. 


También tenemos previstas algunas acciones en Lavalleja. En principio no era así, pero tuvimos en cuenta 
cómo se manejó el Jefe de Policía de Lavalleja, que tiene una de las cárceles más complicadas y con menos 
propaganda en ese sentido, además de la chacra "Campanero", en la que están alojados los presos de buena 
conducta. El Jefe de Policía contó con recursos propios; con el trabajo de los presos de "Campanero", que 
hacen baldosas y bloques, y con donaciones de empresas, se propuso ampliar la chacra de forma importante y 
llevar a más de la mitad de los presos de buena conducta con trabajo a ese lugar. Como quedaban pocos 
presos en Lavalleja le preguntamos qué plan podía desarrollar para llevar a todos y cerrar el establecimiento 
en Lavalleja. Él hizo la previsión e informó que con un millón de pesos puede completar la obra, hacer la 
cárcel de mediana seguridad en "Campanero" y cerrar la de Lavalleja. 


(Interrupciones) 


——— Le están donando muchas cosas, pero es evidente que hizo un muy buen trabajo. A partir de eso nos 
planteamos hacer lo mismo con las cinco o seis chacras de presos que hay en el interior, siguiendo ese 
modelo y basándonos en la experiencia del Jefe de Policía de Lavalleja. 


En total, en Lavalleja no hay más de 160 presos, pero es importante, porque vamos hacia un modelo de 
regionalización, que fue conversado en la multipartidaria, a efectos de sacar las cárceles del Ministerio del 
Interior. De todos modos, al final lo que se aprobó de consenso no fue eso sino sacarlas de la Policía, y el 
camino para eso es tender a incluir todas las cárceles en el Sistema Nacional de Cárceles, porque en ese 
ámbito están solo cuatro o cinco; las demás dependen de los Jefes de Policía. Entonces, la idea es sacarlas de 
la dependencia de los Jefes de Policía haciendo una regionalización, de modo de que tres o cuatro 
departamentos tengan una cárcel, y que esta no dependa de un Jefe de Policía. A la vez, en ese proceso se 
pretende ir llevando los establecimientos al Sistema Nacional de Cárceles. Además, en determinado momento 
en la Comisión multipartidaria se consideró que no necesariamente tiene que ser en este Gobierno, se 
pretende crear un desconcentrado que tenga como referencia el Ministerio del Interior, ya no la Policía. 


Ese es el dibujo que se hizo. Lo que estamos dibujando ahora es la regionalización. Algunas de las cosas que 
estamos previendo están en función de eso. 


En el día de ayer tuvimos una reunión con todo el equipo del Ministerio, con los asesores en cárceles y con la 
Dirección Nacional de Cárceles, e hicimos el dibujo de esa Dirección, no de las cárceles del interior. El 
objetivo es que en dos o tres años pasemos de las 5.000 plazas de que se dispone en Montevideo y San José a 
7.400 en el área metropolitana. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Lo interrumpo ahora para no tener que volver a este tema después. 


Quiero referirme a una preocupación de los funcionarios policiales de San José, que están inquietos por el 
pasaje indiscriminado que se está haciendo desde las Jefaturas al Instituto Nacional de Cárceles. Estos 
traslados se hacen sin consultar a los funcionarios. ¿Eso va a continuar o se optará por la creación de vacantes 
y el llenado correspondiente con funcionarios especializados en el área de vigilancia carcelaria? 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- En la medida en que hay necesidades carcelarias y no tenemos 
vacantes, debemos llenarlas de esa manera. Justamente por eso se plantea crear hasta 1.500 vacantes, 
para no caer en eso. Además, de alguna manera, el que va a Cárceles necesita un adiestramiento 
especial. Si un policía de calle va a Cárceles no sigue como si tal cosa; necesita estar preparado para 
esa función. En la medida en que no tenemos vacantes, debemos solucionar las urgencias de esa 
manera, haciendo traslados internos. Si creamos las vacantes eso va a ser una opción. 


Dicho sea de paso, en el Presupuesto pensamos favorecer a los policías que efectivamente corren riesgos con 
algún beneficio o complemento en su salario; me refiero a los de calle y a los de Cárceles. Al día de hoy, el 
policía ejecutivo, que cumple tareas administrativas, mantiene el cobro del beneficio por riesgo de vida; 
entonces, hay una tendencia de los policías ejecutivos a realizar tareas administrativas. Nosotros no podemos 
eliminar eso, pero sí vamos a premiar de forma distinta el riesgo efectivo. No vamos a guiarnos por la 
categorización de ejecutivo, administrativo o técnico, sino que quien esté en tareas administrativas mantendrá 
los beneficios que tiene y recibirá los aumentos correspondientes, pero no percibirá las nuevas tasas de apoyo 
para quienes corren riesgos. La idea es dar vuelta esa tendencia. 


Me estaba refiriendo al dibujo de lo que tenemos previsto, y sobre esa base voy a entrar al segundo tema, que 
tiene que ver con la cárcel de alta seguridad para 50 personas. El problema es que, a esta altura, un 
establecimiento de alta seguridad para 50 personas no alcanza. En algún momento bastó, pero en el período 
pasado, en la Junta Nacional Antidrogas ya hablaban de una cárcel para 120 reclusos y nosotros estamos 
pensando por lo menos en el equivalente de dos cárceles de alta seguridad para 300 personas: una para presos 
vinculados con el narcotráfico y otra para aquellos relacionados con el delito organizado. No tiene por qué 
ser exactamente una cárcel; actualmente, la tendencia no apunta a las cárceles de alta seguridad, sino a tener 
en los complejos carcelarios sectores de baja, media y alta seguridad. Se trata de no juntar a todos los presos 
peligrosos de un ramo en un mismo lugar, sino de tenerlos distribuidos. Entonces, estamos previendo la 
construcción de cárceles de alta seguridad, pero no para 50 personas, sino para muchas más. 


Voy a incursionar en el tercer tema, relativo al sistema de obra pública, aunque luego retome el primero, al 
que me referí. Lo que estamos previendo es el acuerdo público privado, que va más lejos que el sistema de 
obra pública y se apoya en la construcción, el mantenimiento y la hotelería por parte de privados, 
reservándose el Estado la seguridad y la rehabilitación. Estamos previendo ese mecanismo, y creo que antes 
de que discutamos el Presupuesto va a venir un proyecto de ley en el que se considere la posibilidad de 
establecer acuerdos público privados y no solo en materia de cárceles, sino también en salud y otras áreas. 
Reitero que planteamos esas cárceles de alta seguridad 


por medio de ese mecanismo. 


Retomo el dibujo anterior. Nosotros estamos previendo también la construcción de otra cárcel; estamos 
definiendo dónde y cómo establecerla. Hablamos de un complejo para 900 personas, que tenga baja, media y 
alta seguridad. La suma de todo esto nos llevaría a disponer de las 7.400 plazas que nos planteamos para 
dentro de dos años y medio o tres en el área metropolitana. Insisto: no hablamos de los 9.000 presos, pero 
pensamos que vamos a poder cubrir bastante y que, inclusive, quedarían unas 250 plazas sin ocupar, para 
cualquier emergencia o traslado. 


Lo que ocurre es que para concretar ese dibujo se necesita una parte previa al Presupuesto, que es esta; no 
podemos esperar a que se apruebe el Presupuesto. El grueso del gasto va a ir en el Presupuesto, porque no 
podemos hacer una cárcel de alta seguridad ni siquiera usando los catorce o quince millones de los que 
hablamos. Pero como necesitamos esa cárcel, eso va en el Presupuesto. Con lo que pensamos hacer para el 
área metropolitana más la regionalización para el interior pensamos que quedará cubierta la solución al 
hacinamiento. Además, una vez realizado esto, pretendemos que en las dos cárceles nuevas se incluya el 
sistema de estudio y de trabajo, de modo de que sirvan para la rehabilitación. 


El complejo de Punta de Rieles lo pensamos exclusivamente para penados; por lo tanto, va a incluir 
posibilidades de trabajo y de estudio. Al respecto, hablamos con empresas que estaban haciendo esto en el 
CNR. La idea es que este deje de ser una experiencia piloto, sea incluido en el Sistema Nacional de Cárceles 
y se generalice la experiencia con quienes estén en condiciones de participar de ella, que hoy son 160 y 
pensamos que en el mediano plazo mil o dos mil personas más podrían estar incluidas en una experiencia de 
este tipo. 


Reitero que nos planteamos la construcción de otra cárcel cuya ubicación todavía no hemos definido, aunque 
algo puede haber, pero que también está pensada en este sistema. Pretendemos ir haciendo la separación a la 
que se refería la psicóloga Fulco: penados por un lado y procesados, por otro, claramente diferenciados y con 
sistemas de trabajo pensados para ambos casos, pero muy caracterizados en penados. 


SEÑOR BAYARDI.- En cuanto al tema de los penados de Punta de Rieles, si bien todavía no existe lo 
que planteaba la psicóloga Fulco en cuanto a la estratificación o calificación de los detenidos, nos 
estamos refiriendo a penados con determinado nivel de peligrosidad. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Cuando vayan a Punta de Rieles se va a hacer efectiva algún 
tipo de clasificación; van a ir sólo penados y con determinadas características. Por lo menos los 750 
iniciales van a ser de baja peligrosidad; no quiere decir que todos vayan a ser de igual peligrosidad, 
pero ninguno va a ser peligroso. Como Punta Rieles es muy grande, podemos pensar en ubicar el otro 
complejo fuera del perímetro que hoy existe, pero eso ya se planteará en el Presupuesto, no en esta 
conversación. La previsión de Punta Rieles sí es la que está en esta conversación, y reitero que estamos 
hablando solo de penados. 


En cuanto a la ampliación del CNR para albergar a 600 personas, la idea es que a corto plazo se pueda sacar 
Cabildo y hacer una cárcel de mujeres en el CNR. En principio, pretendemos cerrar Cabildo y luego, 
considerando que no estamos en condiciones de cerrar todo, pensamos transformarlo en una casa de medio 
camino para la gente del COMCAR que hoy sale a trabajar. De este modo, en lugar de tener que trasladarse 
desde el COMCAR podrán salir desde una zona céntrica; lo planteamos porque ir desde el COMCAR a 
trabajar a lugares rurales es fácil, pero no resulta sencillo trasladarse hasta Montevideo. Si tenemos una casa 
de medio camino en Cabildo facilitamos las cosas. Esto está pensado para gente que está muy cerca de 
obtener su libertad, pero es la estratificación que hay que hacer. 


SEÑOR BAYARDI.- Entiendo las preguntas que fueron formuladas por los Diputados de la oposición, 
pero mi idea era que hoy nos concentráramos en este proyecto. Sé que, más allá de que hay preguntas 
que es necesario hacer para conocer la línea en la que va el proyecto, en algún momento debemos 
discutir la línea de futuro general, lo que el Ministro refiere como dibujo. 


Cuando terminemos el dibujo, no necesariamente hoy, podremos discutirlo antes de que las iniciativas 

empiecen a llegar. Es la propuesta para que nos concentremos en el proyecto: el dibujo todavía lo están 
delineando y se hablaba de una reunión que hubo ayer. Cuando esto esté delineado y previamente a que 
empiecen a entrar los proyectos de ley que sean necesarios, podremos discutir la globalidad del diseño. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Las preguntas, de alguna manera, son referidas al proyecto 
pero tienen que ver con el dibujo. 


Quisiera decir que existe acuerdo en la comisión multipartidaria para crear el instituto nacional de 
rehabilitación. Nosotros estamos conversando las dos posibilidades para llevarlo a cabo; o hacemos un 
borrador y lo enviamos al Parlamento para que lo discuta y haga las modificaciones que considere necesarias 
o, de lo contrario, planteamos una comisión parlamentaria, con participación nuestra, para elaborar el 
proyecto. Son los dos caminos que manejamos. No vemos al instituto nacional de rehabilitación, que está 
pensado para veinte años, hecho solo por el Poder Ejecutivo. Debemos conversar, discutir y elaborarlo con 
todos los partidos que van a estar en los veinte años siguientes. Ese es el camino que nosotros planteamos. 


También manejamos una tercera opción. Nosotros planteamos un camino, un dibujo pero sin ningún tipo de 
precisión legislativa para que luego lo tome el Parlamento. 


Lo que nos parece mejor es crear una comisión, con participación nuestra, para discutirlo. 


Respecto a por qué no recorrimos el camino del TOCAF, nosotros pensamos que este era el camino más 
rápido, además, surge de una conversación entre los cuatro partidos. Se entendió que era posible, que era el 
camino más rápido y se introdujo un artículo donde se plantea que se aclare esto en la Rendición de Cuentas. 
En la exposición de motivos se hace referencia a la asignación especial de recursos del Estado que serán 
regularizados en la próxima instancia presupuestal. Entendimos que era posible hacerlo así, era más rápido y 


planteamos esto a fines de abril o principios de mayo, no recuerdo debido a la urgencia. Justamente, por el 
problema que planteaba el señor Diputado Cersósimo, estamos solucionando problemas con traslados de 
jefatura o de otros servicios que no solo no deja conforme a algunos policías, sino que debilita el servicio y 
no nos sirve. Creemos que el camino más adecuado es ese: habilitar la contratación, y esto también requiere 
un dibujo. 


Ahora vamos a habilitar algunos módulos antes de que se procesen estas cosas y tenemos unas trescientas 
vacantes que se están llenando. Por tanto, los primeros movimientos los haremos con las vacantes que 
tenemos pero luego de la apertura del segundo y tercer módulos, no tenemos más vacantes para cubrirlos. Es 
más: no hemos podido trasladar a las madres con hijos de la cárcel de Cabildo a "El Molino" por falta de 
personal. La inauguramos y no pudimos trasladar al personal. Entonces, es imprescindible llenar estos cargos. 
¿Cómo se va a hacer? Realizando un llamado, una selección y luego la capacitación. Estos son llamados a los 
que nadie se pelea por ir; no son los más requeridos 


Hace unos años quisimos llenar unas vacantes elevando el nivel a tercer año de liceo y tuvimos que bajar 
nuevamente a escuela porque no había gente que se presentara. Entonces lo que haremos será el llamado 
correspondiente, la selección y la capacitación antes de que asuman el cargo. Estos movimientos los podemos 
hacer porque ya tenemos trescientas vacantes y estamos haciendo la capacitación; de lo contrario, no 
podríamos. 


La sexta pregunta era ¿cuántos reclusos? En este momento tenemos aproximadamente unos nueve mil 
trescientos, nueve mil cuatrocientos, no tengo mayor precisión porque varía rápidamente por lo que decía al 
principio, se procesa mucho más de lo que se libera. Entonces, esto se está moviendo de forma complicada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos especialmente al señor Ministro del Interior, Eduardo Bonomi, 
a la psicóloga Gabriela Fulco y a la doctora Izquierdo la prontitud de la visita. 


SEÑOR MINISTRO DEL INTERIOR.- Si nosotros planteamos que esto era urgente, no podíamos no 
venir, más allá de una cuestión de amabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. De todas maneras, valga el reconocimiento a todos. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- He recogido una de las iniciativas del señor Ministro que versa sobre la 
posible creación de una comisión parlamentaria con intervención del Poder Ejecutivo, y me parece 
muy bueno tomarla. Obviamente, no comprometo al Partido pero me parece que ya que se ha creado 
un ámbito de esta índole en la interpartidaria para un objetivo concreto como es la creación de un 
instituto nacional de rehabilitación, sería importante que pasara a formar parte de nuestra agenda a 
efectos de crearla e invitar al Poder Ejecutivo para que concurra a la elaboración de ese proyecto de 
ley. 


Agradezco al señor Ministro y sus asesoras por haber venido tan rápidamente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Muchísimas gracias. 


(Se retira de Sala el señor Ministro del Interior y sus asesoras) 


——— Está en consideración el proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo que ampliamente explicara el 
señor Ministro. Si estuviéramos todos de acuerdo, lo podríamos aprobar. El señor Diputado Borsari Brenna 
quiere dejar establecido que fue muy bueno que viniera el señor Ministro; yo asumo mi error al tratar de 
oponerme; vino el Ministro, creo que ha despejado todas las dudas, ha actuado con mucha honestidad 
intelectual y política y dada la índole del proyecto diría que lo podríamos aprobar sin lectura previa. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Con mucho gusto vamos a votar el proyecto de ley y tenemos la mejor 
voluntad. Creo que ha sido muy beneficioso para la Comisión y para el Parlamento que viniera el 
Ministro y sus asesoras para evacuarnos las dudas y expresara lo que el Poder Ejecutivo tenía que 
decir. Creo que es imprescindible esto en el trámite parlamentario. También quiero decir que no lo voy 
a proponer para ahora, pero también sería muy bueno que esta Comisión escuchara al Comisionado 


Parlamentario en lo que refiere a este tema. El es nuestro resorte institucional en lo que refiere al 
sistema de cárceles y creo que no van a haber discrepancias mayores sobre este asunto. Pienso que 
sería muy beneficioso convocar en algún momento al Comisionado Parlamentario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Quisiera solicitar a la Comisión votarlo primero en general y luego en 
particular ya que en algún artículo vamos a intervenir y expresar nuestras razones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 1” del proyecto de ley en estudio. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Nosotros vamos a acompañar este primer artículo pero queremos hacer 
algunas salvedades. 


Creemos que el proyecto en general tiene visos de inconstitucionalidad, que esas salvedades no fueron 
levantadas por el Ministro y sus asesoras. Entendemos que este primer artículo está previsto en la 
Constitución en el artículo 86, inciso segundo y entendemos que es el que nos está impidiendo votar el 
artículo 4”. Si me permite, señor Presidente, voy a dar lectura al artículo: "La creación y supresión de 
empleos y servicios públicos; la fijación y modificación de dotaciones, así como la autorización para los 
gastos, se hará mediante las leyes de presupuesto, con sujeción a lo establecido en la Sección XIV". El 
segundo inciso, que creo que es el que nos habilita a votar este artículo dice: "Toda otra ley que signifique 
gastos para el Tesoro Nacional, deberá indicar los recursos con que serán cubiertos. Pero la iniciativa para la 
creación de empleos, de dotaciones o retiros, o sus aumentos, asignación o aumento de pensiones o 
recompensas pecuniarias, establecimiento o modificaciones de causales, cómputos o beneficios jubilatorios 
corresponderá, privativamente, al Poder Ejecutivo". 


Con esa salvedad, vamos a votar este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que para el Gobierno que represento y para sus legisladores no 
hay inconstitucionalidad alguna. Esto se discutió muchísimo en la comisión interpartidaria, se consultó 
con los constitucionalistas y todos ellos contestaron que no en balde el artículo 86 dice "toda otra ley". 
Quiere decir que, además de la ley de presupuesto, existen otras leyes que significan gastos para el 
Tesoro público. Y el inciso segundo es específico; la norma general está contenida en el inciso primero. 
El inciso segundo establece aquellos casos en que esto puede funcionar de otra manera, en cuyo caso 
requiere iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. 


Además, las leyes no se interpretan en forma absolutamente gramatical sino que forman parte de un sistema 
que debe incorporarse para ser interpretado racionalmente, so pena de caer en interpretaciones que crean 
inactividad y que son muy peligrosas. 


Si en el Uruguay de hoy existiera una tremenda epidemia de poliomielitis, por ejemplo, el Estado uruguayo 
tendría que salir a contratar ambulancias, nurses, enfermeros, personal paramédico y médicos. Y tiene que 
salir a hacer estos contratos en forma absolutamente extrapresupuestaria, porque si hace el trámite del primer 
inciso del artículo 86 de la Constitución, cuando termina de contratar ya es tarde y la poliomielitis mató a 
todos los que tenía que matar. 


Entonces, en la Comisión interpartidaria integrada por todos los partidos llegamos a la conclusión de que esto 
se podía hacer y de que no había inconstitucionalidad alguna. Además, esto tiene antecedentes, porque si uno 
se fija bien en el artículo, que habla de: "la creación de empleos, de dotaciones o retiros, o sus aumentos, 
asignación o aumento de pensiones", advertirá que las Cámaras permanentemente están votando pensiones 
eraciables, que requieren iniciativa del Poder Ejecutivo. Y el Poder Ejecutivo dice que esa pensión se servirá 
por lo que provenga de Rentas Generales. 


De manera que rechazamos el argumento de que esto tenga un viso de inconstitucionalidad, porque no lo 
tiene. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Nosotros reiteramos que tiene un claro viso de inconstitucionalidad, y 
hacemos la interpretación de la Constitución, tanto en forma contextual, como de sus artículos 
considerados individualmente. 


A nuestro criterio, la objeción de inconstitucionalidad no surge del segundo inciso del artículo 86, al que 
refiere el señor Presidente. Ese inciso habla de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo y ese aspecto está 
claramente contemplado en este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Diputado. El artículo 86 habla de: "Toda otra ley (...)'""; quiere 
decir que además de la ley de presupuestos, hay otras. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Efectivamente. Ahora bien; luego dice: "Pero la iniciativa para la creación de 
empleos (...)", es decir, que en ese mismo artículo no se salva la prohibición para la creación de cargos 
que, claramente, de acuerdo a lo que establece el primer inciso, solo puede hacerse por leyes de 
Presupuesto. 


El segundo inciso establece que, además de en las Leyes de Presupuesto, en todos los casos que se 
mencionan, es necesario que exista iniciativa privativa del Poder Ejecutivo porque como sabemos, en este 
artículo, como en otros, la Constitución establece que la conducción de la política económica es 
responsabilidad del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a la votación del articulado en particular. 


En discusión el artículo 1*. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 2”. Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 3". 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 4”. 

Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 

(Se vota) 


——— Siete en nueve: AFIRMATIVA. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Queremos dejar constancia de nuestro voto negativo por los argumentos 
dados anteriormente, sobre todo, en lo que tiene que ver con la redacción del primer inciso del 
artículo 86 de la Constitución de la República. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Complementando lo que ya hemos expresado, en lo que tiene que ver con la 
vía para solucionar este aspecto crucial que, según dijo muy claramente el señor Ministro del Interior, 
es la disponibilidad de mil quinientas plazas como mínimo para encarar este problema en el mediano 
plazo, no se aclaró que a su vez ya hay disponibles trescientas plazas, respecto de las cuales el Poder 
Ejecutivo todavía no ha previsto los mecanismos para su llenado, de acuerdo con los criterios que 
manejó el señor Ministro 


Entonces, nosotros entendemos que en este momento ya existe una posibilidad de alivio o de disponibilidad 
inmediata por parte del Poder Ejecutivo. 


La herramienta con que cuenta el Poder Ejecutivo en este punto, es el inciso final del artículo 214 de la 
Constitución, apurando para que se contemple este aspecto en la Rendición de Cuentas, cuyo plazo se le 
vence el 30 de junio. 


El señor Ministro hizo referencia a este tema. En su criterio que no compartimos, pero respetamos la 
Rendición de Cuentas hace referencia a este aspecto pero, en nuestra opinión, con eso no se subsana el viso 
de clara inconstitucionalidad que tiene esta disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay objeciones sobre el resto del articulado, la Mesa propone votar en 
bloque los artículos 5", 6* y 7. 


(Apoyados) 

——- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar. 

(Se vota) 

——— Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


